
LA PARTICIPACION EN LA PLANIFICACION DE LA EOUCACION
EN FRANCIA'

M'ichel PRADERIE"

I. INTRODUCCION

La planificación francesa tiene una larga historia que se remonta a 1946,
época en la que se imponía a la nación un vigorosa esfuerzo de reco+^struc-
ción fuertemente dirigido. Desde entonces, los planes quinquenales se han
ido sucediendo.

La idea de ptanificación, por muy anclada que esté, ha suscitado progre-
sivamente una desilusión cada vez mayor por parte de los diferentes prota-
gonistas sociales. Independientemente de las oposiciones políticas que sus-
cita como es natural un plan sometido al parlamento, la «ardiente obliga-
ción» que se ha querido hacer de ellos se va encontrando con un escepti-
cismo cada vez mayor.

Las causas de ella son múltiples. La primera de ellas es sin duda de natu-
raleza politica. La idea de participacián que constituye la base de los méto-
dos de etaboración del plan en cuanto se eríge en filosofía política por parte
de1 gobierno en el poder, aparece como una trampa para las categorías socio-
profesionales. Mayores serán las reticencias de estas últimas si notan que se
está intentando hacerlas salir fiadoras de unas formas de diálogo que esti-
man, con razón o sin ella, comprometedor. La planificación francesa, indicativa
y no coercitiva, ha fomentado, por otra parte, en sus realizaciones este es-
cepticismo. E{ hecho de que e1 Estado mismo no respetara el contenido del
plan no predispone para tener en el sistema una fe ciega.

La segunda causa es ta ilustración en el plano técnico de esta ambig ŭedad
potítica. Los señores 8abeau y Derycke (1) io atribuyen a la confusión entre
previsiones y objetivos. Si reagrupa objetivos, un plan debe ser un conjunto
coherente de medidas adecuadas para su realizacibn. Si se limita a formular
previsiones puede limitarse, sin daño alguno para la democracia, a no ser
más que un ejercicio de especialistas del análisis económico y social. La
combinaciótl equivoca de las dos ópticas es motivo de insatisfacción; por
una parte, algunas evoluciones sobre las que el poder público tiene poca
influencia no aparecen claramente como presiones para el desarrollo y, por
otra parte, el campo de acción propio del Estado parece escapar a decisiones
normativas posibles de la autoridad política.

Esta «crisis de la planificación es en realidad normal. Lo más que se puede
temer es que una incapacidad del sistema socio-político no permita supe-
rarla. Las cuestiones en discusión son, en efecto, de gran importancia. Una
de ellas se refiere a la función del Estado en la sociedad francesa actual. La
otra a los métodos de toma de decisión en materia económica y social.

' Traducido y publicado en lengua castellana por autorización de la O.C.D.E. para la «Revista
de Educación». Titulo original: La participation dans /a p/anification de l'éducation en France, en P/a-
nilication et Participation dans /enseignement. O.C.D.E. París, 1974.

" Jefe del Servicio de Programación de la Previsión. Mínisterio de Educación Nacional (Francia).
(1) BABEAU y DERYCKE: Problemas de planificación. Ed. Sirey. Paris, 1967.
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Estas cuestiones derivan de un debate eterno, pero que adopta una di-
mensión particular en un país centralizado en el que fa administración es
omnipresente. Los métodos de concertación utilizados en la planificacián actual
se han concebido en una época en la que reínaba cierto consenso acerca
de su oportunidad y la eficacia de las decisiones que se derivan del mismo.
Ahora bien, el objetivo de «participacíón» apuntado a lo largo de estos últi-
mos años no parece coincidir con discusiones entre estados mayores diversos
que aparecen como anticuados y estériles. La participación vuelve a plantear
el problema de la descentralización y más generalmente el de la definición
y et ejercicio de responsabilidad efectivas a niveles locales.

En materia de educación se añade una nueva dimensión. Si en materia
econbmica una sana competencia puede ser provechosa para el interés ge-
neral, esto resulta menos evidente en materia social. La búsqueda de la faci-
lidad y del éxito puede conducir a unidades enteramente autónomas a polí-
ticas de selección que conducirán inevitablemente a mantener o a aumentar
las desigualdades sociales existentes. Además, cierto laxismo puede conducir
a una dispersión cualitativa de los diplomas que también aquí favorecerá a
las familias que poseen el poder financiero o cultural.

^Inversamente, los sistemas rígidos de educacián que no dejan lugar a las
iniciativas y decisiones locales son poco eficaces, costosos y frágiles desde
el punto de vista político. Por consiguiente, la introducción de una amplia
participación en la planificación de la educación debe ser objeto de una es-
trategia madura y reflexionada que tenga en cuenta dificultades y objetivos
múltiptes. Una de elias, y no la menor, consiste en que un sistema de ense-
ñanza se aplique a jóvenes cuya forma de participación está mal aceptada
por los adultos. Se plantea, pues, un problema de interlocutores que no es
de fácil solución. Atribuir a los adultos, padres y educadores, solamente la
exclusiva de la defínición de los objetivos de la escuela es una posición cier-
tamente cómoda, pero peligrosa a cierto plazo que hay que tener presente.

II. EL SISTEMA DE PLANIFICACION DE LA EDUCACION SE BASA EN
UN CONCIERTO INSTITUCIONALIZADO QUE NO ES UNAVERDADERA
PARTICIPAC{ON

EI proyecto oficial del VI Plan, sometido al Parlamento en julio de 1971,
precisa en su introducción la significacibn dada en Francia a la planificación,
significación general q^e se puede aplicar asimísmo para los problemas de
educación.

«No se trata ciertamente de definir en sus mínimos detalles las activida-
des de las empresas y de los demás agentes económicos: en una economía
abierta y descentralizada como la nuestra, tal planificacibn sería ilusoria. En
cambio, resulta más necesario que nunca establecer periódicamente un diag-
nóstico sobre la situación económica y social de1 país, analizar los problemas
con los que se enfrenta, definir las políticas y acciones susceptibles de resol-
verlos y, de modo más general, ofrecer un marco de referencia a la política
de los poderes públicos y a la actividad del conjunto de los franceses. Y esto
es el Plan.

Como los otros cinco planes, el VI Plan es además el resultado de un largo
proceso de estudios, de discusiones y de acuerdos en el que han participado
varios millares de personas en las comisiones de modernización, !os comités,
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grupos e intergrupos, constituidos bajo el patrocinio de la Comisaría General
del Plan, así como en las diversas instancias regionales.

Pero desde el V Plan se han realizado progresos importantes: los conve-
nios han adquirido mayor eficacia en fas comisiones del Plan y en los conse-
jos regionales; las técnicas de planificación han progresado gracias a la uti-
lización de modelos económicos integrados, a la aplicación a las funciones
colectivas de los principios de racionalización de las elecciones económicas,
asi como a una mejor observacíón de las evoluciones a largo plazo.

Por su parte, las instancias regionales elaborarán cada una, después de
la votación del Plan, teniendo en cuenta las orientaciones fijadas en el plan
nacional, un programa regiona.l de desarrollo y de equipo que describa para
cada región la estrategia del desarrollo y los programas de equipo que la
acompañan y que permita una articulación de los principales programas ela-
borados en el interiar de cada región, principalmente los programas de mo-
dernización y de equipo preparados por las ciudades de más de 50.000 ha-
bitantes.

De este modo, la preparación dei VI Plan habrá sido, a todos los niveles,
a través del país, la ocasión para un inmenso esfuerzo de concentración y
reflexión sobre las reformas de las que depende en gran parte el desarrollo
económico y social de Francia.»

A. Las instituciones

Sin que sea necesario describir en deta!!e los mecanismos de planifica-
ción, se debe indicar que 1os anima un organismo ligero: la Comisaría Gene-
ral del Plan, que se sitúa fuera de las administraciones tradicionales y que
depende, según las circunstancias del momento, sea del primer ministro, sea
de un ministro de Estado. Asegura la animación de las comisiones y de los
órganos técnicos encargados de lievar a cabo los estudios y las previsiones
necesarios para los trabajos de planificación.

Cada comisión está compuesta por representantes de las categorías socio-
económicas interesadas en el campo tratado por la comisión. Así, por ejem-
plo, la Comisíón de Educación del VI Plan estaba compuesta por:

- 38 representantes del Estado,
- 4 representantes de los estudiantes,
- 5 representantes de los padres de alumnos.
- 7 representantes de las empresas,
- 16 representantes de los sindicatos,
- 22 personalidades exteriores.

Esta comisión, en la cuat los representantes del Estado eran minoritarios,
estaba rodeada de varias subcomisiones compuestas, a causa del trabajo
técnico que se les pedía, por una mayoría de agentes de educación nacional.

La Comisión de Educación, camo las otras, organizó sus trabajos en dos
fases. La primera dio lugar a la redacción de un «informe sobre las grandes
opciones», que, presentado al Parlamento, se votó en julio de 1970. En el
curso de una segunda fase, estas opcíones se precisaron y se examinaron
y propusieron al gobierno y ulteriormente al Parlamento en julio de 1971
las medidas adecuadas para la realización de dichas opciones.
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Estas instituciones, que funcionan a nivel nacional, tienen su equivalente
a nivel de las regiones. Las comisiones de desarrollo económico regional,
situadas cerca de los prefectos de la región, desempeñan una función cuya
definición ha sido precisada por el gobíerno.

«Conviene, sin embargo, definir, en búsqueda de esta coherencia, con
más claridad de lo que se hizo para el V Plan, las posiciones adoptadas por
el Estado con respecto a esta programación regional. Lo esencial de las indi-
caciones proporcionadas por el nivel nacional al nivel regional y por el nivet
regional al nivel nacional tendrá un carácter provisional. Sin embargo, el
Estado contraerá compromisos sobre ciertos programas que gozarán en el
plano nacional de declaraciones de prioridad y serán objeto de una repar-
tición regional.

En estas condiciones, los trabajos regionales se conciben para Ilegar,
después de la votación del Plan propiamente dicha, a la puesta a punto de
un programa regional y de prog ►amas de colectividades locales (esencial-
mente los programas de modernización y de equipo de las aglomeraciones)
lo más precisos posible, pero previsionales y adaptables, y coherentes con
el programa regional, estableciéndose dichos programas bajo la responsabi-
lidad de las instancias regionales y de las colectividades locales y para sus
propias necesidades de programación y de gestión. Aparte de las comuni-
caciones que solicite a título puramente informativo la Comisaría General
del Plan, el nivel nacional sólo conocerá síntesis financieras de carácter pro-
visional de estos documentos, así como los elementos de programas corres-
pondientes a la puesta en práctica, a nivel regional, de las declaraciones
nacionales de prioridad.

Teniendo en cuenta esta perspectiva, se desarrollará antes de la votación
del Plan una concertación continua entre el nivel nacional y el nivel regional
(y entre el nivel regional y las colectividades locales). Esta concertación ten-
drá como finalidad, en una primera parte, hacer Ilegar a las comisiones de
modernización el mayor número posible de información original sobre las
políticas de desarrollo a Ilevar a cabo en las regiones, sobre las necesidades
de equipos colectivos y sobre las prioridades a nivel regional. En una segunda
fase, la concertación asegurará la coherencia de la programación regionai
con el proyecto de plan nacional establecido por el comisario generaf del
Plan, distribuyéndose claramente las responsabilidades de programación entre
nivel nacional y nivel regional.»

Estas comisiones regionales están compuestas, del mismo modo que la
Comisión Nacional, por los representantes de los diversos protagonistas
sociales. Sin embargo, independientemente del funcionamiento propio de
estas instancias, las relaciones entre regiones y Estado se desarrollan según
procedimientos muy particulares que traducen claramente las tradiciones
centralizadoras francesas.

Como lo muestra el texto oficial anterior, los trabajos regionales se uti-
lizan antes de !a votación de/ Plan como fuentes de información,• después
de la votación están destinados para distribuir entre los diversos proyectos
el montante financiero atribuido a la región.

Estas instituciones rápidamente descritas manifiestan el deseo de hacer
que participen los representantes de las fuerzas socioeconómicas en las tareas
de planificación, y esto es cierto tanto en materia de educación como para
los demás sectores. Sin embargo, antes de interrogarse acerca de la impor-
tancia real de esta participación es preciso reconocer que la planificación no
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escapa todavia a Ia acusación de «economismo». Es cierto que la calidad
de los trabajos realizados en materia de equilibrio económico general o de
economía sectorial es muy superior a los análisis emprendidos en materia
social. Paradójicamente, es en el sector en el que el Estado tiene menos in-
fiuencia (2) ; a saber, en el económico, donde la planificación es más útil.
Es lo que un antiguo comisario del Plan Ilamaba «un reductor de incertidum-
brer>. En los sectores socíales, en cambio, donde lo esencial de las iniciativas
pertenece al Estado, todo ocurre como si los mecanismos de la planificación
chocasen con las potiticas y las prácticas de las administraciones celosas de
su independencia. Por esta razón, muchas veces en este informe las obser-
vaciones que se hagan acerca de la ptanificación-participación se referirán
a ta totalidad de los aspectos del Plan y no solamente al de la educación.

B. Funcionamiento de las instituciones

Teniendo en cuenta un objetivo de participación, las instituciones de pla-
nificación, que comprenden explícitamente mecanismos de concertacíón,
pueden analizarse en dos niveles. EI primero entra dentro del campo pofitico
en el sentido de que se refiere, por una parte, a la naturaleza misma de la pla-
nificación, especialmente en materia de educación, y por otra parte, a los
protagonistas de esta concertación. E1 segundo nivel es el de las condicio-
nes práctícas, en las que se realizan los trabajos de planificación y el control
de las realizaciones.

1. Nivel politico

Ya hemos tenido la ocasión de decir que el Plan, en Francia, es única-
mente indicativo. Ello es también cierto en los sectores en los que las respon-
sabilidades del Estado son determinantes. En realidad, el gobierno somete
al Parlamento un texto que reúne los objetivos generales retenidos y los pro-
gramas destinados a poner en práctica las acciones prioritarias. Los informes
de las comisiones son elementos de información proporcionados a los par-
lamentarios, pero no constituyen un compromiso del gobierno. Este retiene,
de entre las propuestas que se le hacen, aquellas que considera oportunas
y las combina con una evolución financiera. Todo este conjunto constituye
un sistema de referencia alrededor del cual se organiza la actividad de los
ministerios o del Parlamento. Así, por ejemplo, éste tendrá que votar leyes que
permitan {a rea{izacíón de algunos objetivos del Plan. Pero este marco no es
coercitivo ni para el Estado que puede, por motivos diversos, no liberar la
carga financiera prevista (ésta se calcula para cinco años, mientras que,
particularmente en materia de educación, el Estado sólo se compromete para
períados anuales correspondientes al presupuesto) ni para la Administración,
que puede volver a poner en tela de juicio unos objetivos o unos programas
de acción.

Se puede decir que los eiercicios de planifícación constituyen una infor-
mación general sobre un futuro a cinco años. Se puede decir asimismo que
este esfuerzo es el resultado de un convenio que, al no desembocar en un

(2) A pesar de que sus medios de acción e de incitación sean considerables.
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programa de acción, será apreciado de muy distintas formas por los prota•
gonistas sociales. Ef informe de la Comisión de Educación no ha sido adop-
tado por los representantes sindicales, habiendo abandonado incluso algunos
de ellos su participación en los trabajos.

A pesar de las reticencias de algunos ante los objetivos retenidos y las
cargas financieras atríbuidas, este sistema de convenio es ambiguo. Por
una parte, la planificación se basa en comisiones en las que pueden hacerse
oír los diversos representantes de las fuerzas sociales y económicas, y por
otra, la decisión corresponde a un Parlamento elegido. Es dudoso que exista
una identidad de puntos de vista entre estos dos tipos de representacián.
Como el poder del Parlamento tiene normalmente prioridad, es todo ei sistema
de convenios que se vuelve caduco. Puede no serlo si se considera como un
sistema de información, pero también será necesaria que sus protagonistas
acepten esta reducción en sus funciones.

Este divorcio entre los que participan en la elaboración del Plan sin de-
cidir y los que deciden sin elaborar puede ocultar a su vez un divorcio mayor.
Toda la concertación se centra en la participación de grupos, asociaciones, sin-
dicatos, que son todos cuerpos intermedios. Sus relaciones con sus bases,
estudiantes, padres de atumnos, docentes, etc., son frecuentemente {as de
organizaciones administrativas. Ahora bien, la vída en los establecimientos
se desenvuelve entre protagonistas cuya representación está mediatizada por
un canjunto de relaciones de fuerzas estímadas a nivel nacional por un con-
texto político cuya carga ideológica es mucho más fuerte para organizacio-
nes que para individuos. Se deriva de ello un desfase entre esta participación
institucional formal, cuyas lagunas ya hemos visto, y la acción concreta, taP
como se puede prever y también ptanificar a nivel locat.

Particularmente en materia de educación, y principalmente en las ense-
ñanzas primaria y secundaria, que son con mucho las más costosas y las más
determinantes para el futuro, la autonomía de decisión es casi nula, en Fran-
cia, a escala iocal. Ya sea dicha escala la de docente y de jefe de estableci-
miento o la de prefecto o rector, la capacidad de iniciativa de que dispone
es muy reducida. En el interior mismo de un ministerio no se puede hablar
de participación de las esealas locales en la definición de una política con-
certada.

2. Las candiciones prácticas de la planificación

Se ha visto lo difícil que era instaurar una verdadera participacián en
cuanto se trataba de reunir estados mayores de organizaciones sin poder de
decisión; todavía lo será más si las informaciones disponibles son contesta-
bles o insuficientes. No existe, al parecer, retención de información por parte
de la Administración con respecto a las comisiones del Plan. Pero se observa,
por una parte, una insuficiencia general del sistema de información, y por
otra parte, una concentración de los medios de estudio en manos de la Admi-
nistración.

EI sistema de información es insuficiente a nivel cuantitativo: efectivos
de alumnos, costes de formación, análisis de los medios puestos en práctica.
También lo es a nivel cualitativo. Con demasiada frecuencia, la pedagogía,
que es el canal natural de la acción de un sístema de educación, se considera
como un arte cuyo producto no puede apreciarse de modo objetivo. Por con-

113



siguiente, toda la actividad de la educación nacional escapará no solamente
a los procesos normales de racionalización, sino también a todo análisis serio
de su eficacia. Esta no objetividad, frecuentemente voluntaria, en la medida
de los resultados pedagógicos, repercute en la utilización previsional de mo-
delos cuantitativos de evolución. ^CÓmo prever, en efecto, los efectivos a
escolarizar en tal o tal tipo de enseñanza si se ignoran en absoluto los esfuer-
zos producidos por las reformas pedagógicas en la orientación de los alum-
n os?

Este aspecto de la situación no está muy alejado del problema de la par-
ticipación. A falta de instrumentos de medida en la información objetiva, el
concierto se reduce a monólogos apasionados donde la experiencia personal
de cada uno sustituye a la reflexión racional. En este tipo de falsos diálogos,
la conclusión es siempre evidente: la tradición se perpetúa y la política se
alinea sabre los medios disponibles.

Bien es verdad que un sistema de información no es nunca enteramente
neutro y que se podrá siempre criticar su objetividad. Sin embargo, sería po-
sible avanzar en el sentido de la adopción de una organización que permitiese
una base común de discusión. Sería preciso que los medios de estudio no
se concentrasen en manos de la Administración.

Hay que reconocer aqui también que ninguna solicitud de estudio parti-
cular formulada por la Comisión de Educación ha sido rechazada por la Ad-
ministración. Pero es evidente que un instrumento permanente de reflexión
interviene tanto por las cuestiones que plantea como por las que resuelve.
En este sentido refuerza infinitamente la capacidad de discusión de la orga-
nizaeión que lo posee. Los ensayos de participación común entre adminis-
traciones poderosas y organismos pobres y sin medios exacerban las opo-
siciones estériles y destruyen la idea que puede uno hacerse de la partici-
pacibn,

II1. SE HAN INTRODUCIDO MECANISMOS DE PARTICIPACION EN
LOS CENTROS DE EDUCACION NACIONAL

Como consecuencia_ de los acontecimientos de 1968 se introdujo la par-
ticipación en los centros de enseñanza superior mediante la ley de 12 de no-
viembre de 1968 y los textos de aplicación que les sucedieron. Cada centro
público de segundo grado se ha visto asimismo dotado de un consejo de admi-
nistración por textos reglamentarios de noviembre de 1968 y otros que le si-
guieron. AI haber empezado todo en Francia con textos, los que examinamos
aquí permitirán, por su naturaleza, una amplia acción a todos aquellos que,
docentes, estudiantes y alumnos, padres, representantes del mundo econbmico,
están interesados por los problemas de educación. También hará falta que esta
posibilidad jurídica vaya acompañada por una firme voluntad de colaborar,
incluso de contestar, en el interior de instituciones que, por muy criticables que
puedan ser, son soportes privilegiados para la definición común de políticas de
educación. ^

Paradójicamente, en efecto, si la partida de nacimiento de todo es un
texto jurídico, éste se convierte, a partir de su publicación, en el objeto de
controversias tan apasionadas como estériles, en las que se concentra todo
el ardor de los interesados, dejando pocas fuerzas para el ejercicio real de la
participación. Si ésta presenta ventajas evidentes para la colectividad, exige
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de cada uno una disciplina y un civismo poco tradicionales. Estos aspectos
psicosociológicos del marco en el que se ejer ĉe el diálogo en materia de edu-
cación son importantes, pues las críticas desengañadas a las que se asiste
deberían dirigirse menos a las instituciones que a las prácticas de sus miem-
bros.

A. En las centros de enseñanza superior

1. Las instituciones

la ley de 1968 conlleva dos principios esencíales. Uno de etlos erige las
universidades en centros autónomos. EI segundo confía la dírección de los
centros a unos consejos elegidos que representan al conjunto de miembros
de la comunidad universitaria. Estos dos principios están vinculados en et sentido
de que el segundo adquiere su sentido gracias al primero. EI prímero, sin el se-
gundo, sólo obtendría en su aplicación medidas de desconcentración y no de
descentralización.

La participación se introduce eligiendo un consejo cuya composición res-
peta las siguientes reglas. Se constítuyen seis colegíos electorales:

- profesores y maestros de conferencias,
- maestros-asistentes,
- asistentes,
- investigadores,
- estudiantes,
- personal administrativo, técnico y de servicio.

En una primera fase, cada colegio elige sus representantes en los con-
sejos de las unidades de enseñanza y de investigación, que constituyen las
células de base de la universidad, y luego sus representantes en el consejo
de la universidad, de tal modo que éste esté formado por un número de pro-
fesores y de maestros -asistentes por lo menos igual al de estudíantes-.
Se realiza también el equilibrio entre profesores de rango magístral y estu-
diantes, distribuyéndose las demás categorías según los temas tratados entre
las posiciones defendidas por estas dos partes, en el caso de que sean opues-
tas. Además, cada consejo de universidad comprende personalidades exte-
riores cuyo número está comprendido entre una sexta y una tercera parte del
efectivo del consejo. EI conjunto del consejo elige en su seno a un presidente
por cinco años.

Estos consejos de universidad tienen funciones importantes:

- determinación de sus estatutos y reglas administrativas de funciona-
miento;

- determinación de las actividades de enseñanza, de los métodos peda-
gógicos, de los procedimientos de control de conocimientos, salvo en
lo relativo a los diplomas nacionales para los cuales la autoridad del
ministro sigue siendo determinante (3);

(3) La politica de investigación depende de un consejo cieniífico que reagrupa únicamente
a docentes, investigadores y personalidades exteriores.
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- organización de la orientacibn de los estudiantes;
- organización de la formación continua;
- firma de convenios de investigación o de enseñanza con diversos

organismos públicos o privados o el Estado;
- votación del presupussto y distribución de éste entre las diversas uni-

dades.

A nivel regional se c ►ea un consejo regional compuesto, según el mismo
principio de participación, por los representantes de las universidades. La
proporción de personalidades exteriores debe ser igual al tercio del efectivo
del consejo. La ley prevé que estos consejos regionales «contribuyan dentro
su jurisdicción a la previsión, la coordinación y la programación de la ense-
ñanza superior...; aseguran todos los enlaces y coordinaciones con los orga-
nismos encargados del desarrollo regional».

Finalmente, a nivel nacional, se crea un consejo nacional de la enseñanza
superior y de la investigación cuya composición es análoga para la distribu-
ción de asientos a la de los consejos regionales. Sus atribuciones incluyen
principalmente:

- la planificación de la enseñanza superior y de la investigación a medio
y largo plazo;

- los créditos concedidos a los diferentes centros universitarios.

2. Su funcionamiento

Por encima de las críticas fáciles dirigidas a todo sistema democrático
al que todos estamos sometidos, como si por su naturaleza no reflejase las
insuficiencias de sus detractores, se debe distinguir las potencialidades de la
arquitectura implantada, de su funcionamiento real.

Sus potencialidades son inmensas a nivel de la propuesta; menos gran-
des, pero reales, a nivel de la acción, Todas las instituciones existen para que
se desarrolle una «planificación en etapas»: a nivel del centro, a nivel regional
y a nivel central. la tradicional desconfianza, frecuentemente injustificada,
de la universidad para con la sociedad económica limita, sin embargo, la partici-
pación del mundo exterior. Pero se puede esperar que los marcos jurídicos y el
tiempo permitan una desaparición progresiva de estas oposiciones. En el plan
de la accián, la dependencia respecto del poder central limita considerablemente
la autonomía y hace menos real la participación. La casi totalidad del presupuesto
de las universidades es decidida por la administración central, según criterios
que, a pesar de ser coherentes con una planificación nacional, parecen fre-
cuentemente arbitrarios a los ojos de los elegidos locales. Es evidente que si
esta situación persiste, la autonomía y la participación aparecerán a los ojos de
muchos como ilusorias. Y, sin embargo, estos dos principios no pueden juz-
garse en términos estáticos sino como una dinámica que crea poderes locales
cuya importancia será func^ón de su vigor, de la calidad de sus trabajos de pla-
nificación, de la seriedad de su gestión. Si bien es verdad que la libertad y la
responsabilidad no se conceden sino que se conquistan, todos los elementos
están reunidos para que esta evolución se produzca dentro del orden. EI proceso
puede ser irreversible más allá de una realidad poco satisfactoria, ya que ahí
también se planífica una estrategia a plazo medio.
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Este doble objetivo, autonomía y participación, choca en la práctica de
todos los días con dos situaciones de hecho que, al manifestarse a niveles
diferentes, contribuyen a limitar su aplicación.

La situación tradicional de las universidades francesas no es naturalmente
favorable a la participación. La relación docente/alumno ha dado lugar desde
siempre a una autoridad sin compartir por parte de los profesores de rango
magistral. EI sistema ha funcionado bien, por una parte, mientras los efecti-
vos universitarios eran poco numerosos; por otra, mientras el número de
docentes era suficientemente pequeño para que su calidad sea eminente.
Pero progresivamente, con un deterioro evidente del cuerpo docente, una
ambigŭedad acerca de la función de una universidad inmóvit en una socie-
dad que cambia, como también un aumento considerable y una renovacibn
de la población estudiantil, el magisterio se ha ido poniendo en tela de juício.
No queremos aquí analizar las razones de estas transformaciones, pero ante
este trastoque de las retaciones entre grupos en el seno de la universidad
se ha asistido a reacciones del cuerpo docente para definir instancias de deci-
sión no participativas. Así, por ejemplo, ya en 1969, los presidentes de las uni-
versidades se han reunido, en principio, de modo informal y ulteriormente
ha^1 logrado que se instituyera mediante decreto de febrero de 1977 una
«conferencia de presidentes», organismo presidido por el ministro, que dis-
pone de locales y servicios de la Administración, cuyas atribuciones cubren
totalmente las del Consejo Nacional de la Enseñanza Súperior y de la Inves-
tigación. Esta institución está de modo manifiesto en oposición con los prin-
cipios de la ley de 1968. Las razones que justificaron su creación parecen
falaces en la medida en que una asamblea de aproximadamente 80 presi-
dentes, competidores todos ellos a nivel de la atribución de medios, sin par-
ticipación de personalidades exteriores, dificilmente podrá ser más eficaz
que un consejo nacional de 90 miembros. Aquí también ha prevalecido la
tradición.

Ahora bien, estas prácticas, fácilmente explicables, pueden volverse con-
tra sus promotores. La ley de 1968 volvía a definir las nuevas relaciones que
debían establecerse entre la administración central y las universidades. Para
implantar de hecho estas relaciones de menor dependencia era preciso apo-
yarse en los mecanismos de participación, que introducían una independen-
cia de deliberación de las universidades modificando la composición de las
asambleas deliberantes. Pero, en un sistema en el que la financiación de las
universidades queda asegurada en su casi totalidad por el Estado central,
una política de descentralización exige una gran imaginación al inventar
nuevas formas de diálogo. La conferencia de presidentes no es nada más
que una asamblea de decanos, antigua fórmula, público al que la adminis-
tración central está muy acostumbrado. AI vaciar de sentido el Consejo Nacio-
mal se corre el riesgo de reafianzar la autoridad total del ministerio sobre los
centros. Se ha corrido el riesgo de hacer que la participación no tenga objeto,
de desacreditarla a los ojos de todos y preparar de este modo, objetivamente,
las condiciones de una nueva crisis. EI deslizamiento de la democracia hacia
la oligarquía es tanto más fácil en el mundo casi «carismático» de la educación,
siendo la práctica de la democracia más difícil, costosa y exigente al mismo
tiempo.
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B. En los centros públicos de segundo grado

1. Las instituciones

AI mismo tiempo que el legislador organizaba el concierto en la enseñanza
superior, el gobierno adoptaba disposiciones para introducir en el segundo
grado mecanismos análogos adaptados. Sin embargo, a la naturaleza de los
centros.

Jurídicamente, la mayor parte de los centros de segundo grado tienen
el estatuto de centro público con personalidad moral y financiera. Tienen desde
noviembre de 1968 un consejo de administración compuesto por cinco ĉate-
gorías de representantes:

- representantes nombrados por la Administración;
- representantes elegidos del personal docente administrativo, de vigi-

lancia y de servicio;
- representantes elegidos de los padres de alumnos;
- representantes elegidos de los alumnos;
- personalidades interesadas en las actividades del centro '

Su número depende del tamaño del centro. Señalemos, sin embargo, que
entre las personalidades designadas, los representantes de las instancias políticas
locales y de las instancias municipaies constituyen la parte esencial. Además, si
el centro es de enseñanza técnica, figuran en el mismo representantes de los
sindicatos de asalariados y de los organismos profesionales.

La gran dispersión de los centros de segundo grado en el territorio, su proxi-
midad a la vida local, han permitido, mucho más que en el caso de las u^tiversi-
dades, que participen las colectividades locales en la vida de los centros.
Esta apertura hacia el exterior queda tanto más justificada cuanto que en la
mayoria de los casos los equipos escolares son propiedad de las colectividades
locales.

Los poderes del consejo de administración son amplios:

- politica de reclutamiento de los alumnos dentro del marco de las dis-
posiciones generales en vigor;

- definición del reglamento interior del centro.
- mejora del funcionamiento materia! del centro;
- creación, control y ayuda a las asociaciones socioeducativas;
- votación del presupuesto;
- consejos y propuestas acerca de todos los problemas relativos a la

organización pedagógica y a la vida det centro;
- opinión sobre los aspectos jurídicos de la vida del centro.

EI dispositivo queda completado mediante la creación de una comisión
permanente, que es, en cierto modo, el «brazo secular» del consejo de admi-
nistración y de un consejo disciplinario que es una formación particular de
la comisión permanente a la que asisten, con voto consultivo, especialistas
en materia psicológica y social, los delegados de los profesores y de los alum-

' N. de la R. Sobre la nueva organización de la participación en los centros de enseñanza se-
cundaria de Francia, véase los textos normativos que se incluyen en este número de la Revista, en la
sección Crónica legislativa.
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nos de la clase a la que pertenece el alumno en cuestión. Finalmente, a nivel
de cada clase, se instítuye un consejo, según los mismos principios de par-
ticipación, que examinan las cuestiones pedagógicas interesantes para la vida
de la clase y la situación escolar de cada alumno.

Los poderes extremadamente ampiios de estos diversos consejos en cuyo
seno se organiza la participación no se refieren, sin embargo, a la totalidad
de la pedagogía. EI contenido de los programas, las modalidades del control
de conocimientos y las técnícas peilagógícas no están sometidos a su con-
trol. Con mucha razón, el poder público los ha excluido de la deliberación
para asegurar la igualdad de todos ante el sistema educativo y evitar que se
realicen experimentos sin control y de modo descabellado con alumnos cuya
edad limita frecuenternente el sentido crítico. Abarcan, en cambio, todo lo
que se designa en Francia con el nombre de cvida escolar», es decir, lo que
constituye una parte muy importante de la vida del alumno que determinara
muy frecuentemente su actitud ante el sistema de educación.

2. Su funcionamiento

Es difícil emitir un juicio sobre el funcionamiento de este sistema de par-
ticipación.
EI número de centros interesados es demasiado importante para que no encon-
tremos simultáneamente lo peor y lo mejor. La clave del éxito de los mecanismos
de participación reside esencialmente en la personalidad del director del centro.
La función de éste es ambigua; es a la vez un jefe de equipo pedagógico y un
responsable administrativo. Algunos han sabido hacer de su centro un lugar de
diálogo donde la participación ha permitido definir en común objetivos peda-
gógicos. Otros, por el contrario, dejan que se vaya degradando uíta situación
en la que se abandona a los docentes y los alumnos padecen una enseñanza
que les resulta cada vez más extraña.

Es probable que el futuro de los sistemas de educación se decida en los
ciclos de segundo grado más que en las universidades. Primeramente, debido
a su público; más joven, más susceptible de apasionarse o rebelarse, más
apto para adquirir los mecanismos elementales de la democracia que sus
mayores. En segundo lugar porque los centros de segundo grado se encuentran
más cerca de la sociedad circundante que las universidades. Los colegios y
liceos son equipos colectivos de colectividades locales frecuentemente peque-
ñas en las que la vida social puede tomar un significado concreto. Cuando se
habla de apertura de la escuela hacia.la vida, es a este nivel donde se puede
resolver más fácilmente el problema; la enseñanza primaria afecta a alumnos
demasiado jóvenes; las universidades son en Francia de dimensiones más
nacionales que locales y sus participantes están demasiado politizados.

Por consiguiente, se podrían prever numerosas acciones concretas que
cansistiesen, después de una renovación del personal de encuadramiento,
en iniciar vigorosamente a los consejos de administración en la v(a de una
transformación de las condiciones de la vida escolar. Este esfuerzo es tanto
más realizable y justificado cuanto que incitará a las colectividades locales
a ver la escuela como un equipo público susceptible de cumplir funciones
múltiples y no solamente de educación. Este esfuerzo se verá facilitado, por
otra parte, por la política de formación continua que podría utilizar numero-
sos centros como soportes.
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Recientemente, el ministro de Educación Nacional confiaba a una comi-
sión presidida por Louis Joxe la misión de analizar la condición del personal
docente y hacer propuestas de reforma. Una de ellas consistía en conceder
a los centros de segundo grado una amplia autonomía pedagógica. Aunque
esta medida eventual no Ilegase hasta dejar que los directores del centro
eligiesen los programas escolares, lo cual sería absurdo, podría permitir nume-
rosos ajustes que podrían reunir alrededor de objetivos elegidos en común,
a alumnos, docentes y padres de alumnos. Se podría de este modo, dentro del
marco de la preparación de los planes quinquenales, hacer definir objetivos por
los consejos de administración de los centros que, por modestos que puedan
parecer a tos especialistas de la macroeconomía, transformarían completamente
e! clima y los centros y permitirían iniciar una política de renovación con alguna
probabilidad de éxito.

IV. LAS DIFICULTADES CON QUE TROPIEZA LA «PLANIFICACION
PARTICIPATIVA» EN MATERIA DE EDUCACION

Sin despreciar la importancia de las dificultades que se derivan del sis-
tema politico-administrativo centralizado que es el de Francia y del que hemos
hablado ya, parece más útil examinar las coacciones generales que se impo-
nen a un mecanismo de decisión en materia de educación que haga inter-
venir la participación de todos.

A. La función desempeñada en la sociedad por los sistemas de
educación es múltiple y ambigua

No queremos analizar, en un informe tan sucinto como éste, las diversas
funciones de la escuela. Pero, sin embargo, podemos hacer algunas obser-
vaciones muy relacionadas con el tema.

En algunos paises, como ocurre en Francia, el derecho a la educación
se considera como imprescriptible y toda la política seguida desde hace 25
años ha consistido, con más o menos eficacia, en reducir ias desigualdades
de todo tipo ante la educación. Por esta razón no es posible retener actual-
mente la selección como principio de regulación ^el sistema escolar, salvo
en aigunos sectores muy limitados (grandes escuelas-medicina) que sólo se
aceptan porque existen instituciones competidoras donde no se practica la
seleeción. Se deduce de ello que a nivel de una aplanificación participativa»
se admite mal la noción de limitación de los recursos atribuidos al sistema
de enseñanza. La experiencia muestra que para la mayoría de las personas
afectadas por los fenómenos de educacibn, el principal problema es la debi-
lidad de la financiación. Si esta ingenuidad o esta ignorancia de los proble-
mas económicos es general para el conjunto de la planificación, a causa de
la importancia ideológica de la educación, bloquea el diálogo, particularmente
en este sector.

Si intentamos ahora determinar las relaciones que deben instaurarse entre
un sistema de enseñanza y una sociedad cuya evolución se acelera, se debe
señalar que la educación es por alguno de sus aspectos un sistema de repro-
ducción de los valores y no un sistema de aprendizaje para el descubrimiento
de nuevos valores. La enseñanza prepara a los jóvenes para una sociedad
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que existirá dentro de diez o quince años en función de normas nuevas_ Esta
paradoja, difícil de superar, corre el peligro de serlo todavía más dentro del
marco de una participación generalizada en la que los protagonistas están
quizá poco dispuestos o son poco aptos para imaginar un futuro diferente
del presente en el que viven. En particular los que se oponen más fuertemente
a las reformas son frecuentemente los padres de alumnos. ^Estarán dispues-
tos estos últimos a aceptar en particular la modificación de las relaciones
existentes en el seno de la familia que implica frecuentemente una transfor-
mación del sistema de enseñanzal

En términos más generales, una sociedad, sea cual sea, lestará dispuesta
a imaginar para sus hijos lo que ella misma no ha conocido7 Planificar el
desarrollo de un sistema de educación exige muy frecuentemente volver a
plantearse la cuestión fundamentat de su propio sistema de valores. zEsta-
mos seguros de que los procesos de participación serán capaces de introdu-
cir estos cambios con armonía7 Nos permitimos dudarlo. Hay que encontrar
sin duda mecanismos objetivos que imponen el cambio. EI ejercicio del poder
puede ser uno si es ilustrado. La utilización de los equipos escolares para fines
más amplios puede ser otro. Unos sistemas de enseñanza no tan estrictamente
nacinnales pueden ser un tercer objetivo.

B. La suerte de una «planificación» está asimismo ligada a la suerte
del personal docente

Se manifiestan dos tendencias contrarias referentes al personal docente.
Una de ellas consiste en considerar al «maestro>r como dotado de un magis-
terio misterioso que dispone de una autoridad sui qeneris. La otra concede
al docente un estatuto de prestatario de servicios similar a muchos otros. La
primera ha conducido a los acontecimientos que todos conocemos, la segunda
a una pauperización del cuerpo docente que, al no ser respetado ya por los
padres, no tiene ninguna razón de serlo por los hijos.

Sería pueril pretender aquí también resolver en pocas linea ŝ este pro-
blema, pero se puede esbozar algunas líneas de una solución que tendría
que articularse alrededor de los ejes siguientes:

I) La función de docentes sblo puede ejercerse en el seno de un equipo
que sea a ta vez soporte psicológico y metodológico, su medio de per-
feccionar su conocimiento de los alumnos, la manifestación de su par-
ticipación en una tarea colectiva.

II) EI estatuto material de los docentes tendría que mejorarse y reducirse
la diferencia de remuneración entre las diversas categorías. No resulta
menos difícil enseñarlo todo a 30 alumnos de ocho años que enseñar
ciencias naturales a 30 jóvenes de quince años. Paralelamente, el ser-
vicio semanal de docentes debería reformarse para que su participación
en las actividades de la escuela sea de una duración anátoga a la de los
demás trabajadores, incluso si el tiempo dedicado a la enseñanza es
mucho menor.

III) EI estatuto social del docente, revalorizado desde el punto de vista ma-
terial de tal modo que sea idéntico al de los cuadros superiores, deberá
apreciarse en función de las tareas que le corresponden. Basta con ver
el éxito que tienen los psicoanalistas y psiquiatras en algunos países
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para saber que tos hombres resuelven sus problemas de comunicación
rec(proca cada vez peor. Pero qué es un docente si no aquel que enseña
a los jóvenes a comunicarse entre sf, en primer lugar; con la sociedad,
seguidamente, y finalmente, con los conocimientos. EI desprecio enter-
necido respecto del cuerpo docente es buena prueba de la ceguera más
total por parte de personas que no consiguen ni siquiera comunicar con
sus semejantes y sus propios hijos.

Estas consideraciones son importantes para que la participación tenga
un significado. Planificar la educación es ante todo orientar a los niños. Si
éstos no son más que realidades abstractas y teóricas a escala nacional, a
nivel del establecimiento adoptan una dimensión frecuentemente dramática.
Ahora bien, todo el sistema descansa en los docentes. Si están mal integra-
dos en la sociedad, si no se les reconoce una función específica y que es de-
bida a que son los sopontes de los proyectos del niño, entonces se encierran
en el «ghetto», su calidad se degrada y la participación pierde todo su sentido.

C. La función pedagógica, rnisteriosa y subjetiva por tradición,
d^be analizarse en términos de productividad

Por eminente y delicada que sea, la actividad pedagbgica en su consis-
tencia puede analizarse como cualquier actividad productora. Se han descrito
ya las reticencias, por lo menos en algunos pafses, a una objetivación de los
resultados pedagógicos. Existen, sin embargo, ejemplos que muestran que
se pueden definir obĵetivos pedagógicos mensurables. Y resulta fundamental
franquear esta etapa. Para instaurar una verdadera participación es preciso
que aquellos que no son docentes puedan conocer lo que es esta función
pedagógica. No se participa en un acontecimiento misterioso e incompren-
sible, se soporta.

Esta explicación tendrfa además la ventaja de poder reflexionar sobre el
sistema interno de producción de la enseñanza. ZHay que considerar que la
presencia física de un docente es siempre necesaria? ZNo se pueden imagi-
nar, por e) contrario, unas combinaciones de medios pedagógicos adaptadas
a los alumnos, decididas en común, experimentadas y evaluadas colectiva-
mente? Para que una participación se instaure es necesario que exista la po-
sibilidad de elecciones alternativas. Si se reducen a una reivindicación pura-
mente cuantitativa de medios suplementarios, la planificación no necesita en
absoluto ser democrática.

Este cambio de actitud que daría «grados de libertad» suplementarios a
la planificación será lento. Puede acelerarse mediante una política realista
de experimentación colectiva. No hay que creer, en efecto, que una experi-
mentación en materia pedagógica puede prescindir de un compromiso real
no solamente de los docentes, sino también de los padres y de los alumnos.
Aquí también volvemos a encontrar la participación sin la cual muy pocas
experiencias tienen éxito en materia social.

Podrá extrañar al finalizar esta nota el hecho de que se hayan apuntado
pocas consideraciones acerca de los problemas de previsión que plantea un
proceso de planificación. No es en modo alguno desprecio por la técnica,
pero se tiende demasiado a declarar como bueno un plan en cuanto va acom-
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pañado por múltiples estudios previsionales que no son en realidad más que
el resultado natural del funcionamiento normal de una administracíón.

Por un conjunto de razones que esperamos haber puesto de manifiesto,
los fenómenos cuantitativos son los resultados de fenómenos cualitativos
cuyo mecanismo se ignora, asf como se ignora, por cansiguiente, sus posi-
bilidades de transformación. Este dominio del cambio, a la vez necesario, in-
cierto y difícil, pasa por la acción de medios múltiples. ^a democracia gene-
ralizada que significa la «planificación participativa» no es un objetivo que se
baste a sí mismo. En algunos casos puede conducir al inmovilismo y oponerse
de hecho al modo de decisión polftica de nuestros sistemas electivos. En
cambio, por su naturaleza puede «desbloquearn organizaciones rígidas o poco
adaptadas si se utiliza según una estrategia. precisa en cuanto a su objeto y
a sus modalidades.
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